HURTO CALIFICADO Y PORTE DE ARMAS 

RADICACIÓN:    660013104006-2004-00340-01

SINDICADO :    JHON FREDY MEJÍA ARREDONDO 


SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, marzo veintinueve de dos mil cinco 

                                                                Aprobado por Acta No. 117

                                           Hora:  5 pm 
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por el señor defensor del procesado JHON FREDY MEJÍA ARREDONDO, contra la sentencia proferida el pasado veintiocho (28) de enero de 2005 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta capital, mediante la cual lo condenó a la pena principal de cuarenta (40) meses y diez (10) días de prisión, al hallarlo responsable del delito de Hurto Calificado-Agravado y Porte Ilegal de Arma de fuego.

No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

1.- PRECEDENTES
1.1. La Fiscalía Diez Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de esta capital, realizó diligencia de Audiencia de formulación de cargos para sentencia anticipada en la persona de MEJÍA ARREDONDO como responsable de las conductas que afectaron el patrimonio económico y la seguridad pública.

1.2. Conoció del asunto el Juzgado Sexto Penal del Circuito, autoridad que concluyó la actuación con sentencia condenatoria anticipada, por medio de la cual impuso como pena la de cuarenta (40) meses y diez (10) días de prisión. Para llegar a este monto, procedió así:

Partió del tipo penal de mayor gravedad -hurto calificado y agravado-. Fijó como cuarto aplicable el mínimo, que oscila entre 56 meses y 87 meses. Como el procesado no registra antecedentes, ni obran dentro del plenario circunstancias que indiquen que “debe aplicarse una pena distinta a la del mínimo aquí fijado”, estimó que “era prudente fijar como sanción la de setenta (70) meses de prisión. Quantum que fue modificado por razón de la indemnización plena a las víctimas (art. 269 C.P.), en una proporción de las ¾ partes, lo cual le arrojó un subtotal de 52 meses y 15 días. Por el concurso con el porte de armas aumentó ocho (8) meses, para un monto de sesenta (60) meses quince (15) días; suma ésta que disminuyó en una tercera parte por acogimiento a sentencia anticipada, para un total final de cuarenta (40) meses y diez (10) días de prisión. 

1.3. El señor defensor, en uso de sus atribuciones, se mostró inconforme con el fallo y lo impugnó en los siguientes términos:

- Las víctimas presentaron escrito de reparación del daño e indemnización integral, para cuyo efecto argumentan que su representado “no actuó de un modo directo contra ellos y así desmienten en su totalidad lo vertido por los policiales”. Todo indica por tanto que su proceder fue involuntario, fruto de la inexperiencia y guiado por “sus amiguitos”. Esa prueba de descargo de las presuntas víctimas fue inexplicablemente ignorada o desechada por el a quo.
- No critica la dosificación de la pena sino más bien el hecho de no abrir la puerta a la posibilidad de cumplirse la misma en su residencia (prisión domiciliaria), pues se concluye de lo expuesto por las víctimas y de la no peligrosidad de su defendido por ausencia de antecedentes penales, que éste no requiere tratamiento penitenciario. 

- Solicita del Tribunal “proceder sin temor alguno a revocar la providencia atacada o modificarla en el sentido de conceder la prisión domiciliaria”.

2.- MOTIVACIÓN
Como se observa, el señor defensor concretó el desacuerdo única y exclusivamente en la no valoración de la prueba “de descargo” por parte de las víctimas, al igual que en la no concesión de la sustitutiva -prisión domiciliaria-, pero concluye pidiendo la revocación del fallo de condena proferido.

La argumentación así propuesta está desfasada completamente de la realidad procesal, por múltiples motivos:

1. Estamos en presencia de una sentencia anticipada, con lo cual, los motivos de apelación son restringidos. No es dable por tanto poner en tela de juicio la real participación y responsabilidad del procesado, cuando es éste quien se ha declarado culpable sin condicionamiento alguno y renunció a su derecho a no autoincriminarse. No es posible, en consecuencia, a esta altura del proceso, indicar que lo hizo “involuntariamente”, “por ingenuidad”, “por inexperiencia”, pues son aspectos indiferentes para la decisión final de condena. La petición de una revocación hacia la absolución, está por tanto fuera de contexto.

2. Las manifestaciones que según se afirma hicieron las víctimas a favor del acusado, brillan por su ausencia. Por parte alguna se observa que los ofendidos hayan resaltado que “no fue él quien directamente los afectó”, muy por el contrario, fueron enfáticos de manera unísona con los agentes del orden, en que MEJÍA ARREDONDO -el capturado- integraba el grupo de asaltantes, todos ellos armados y amedrentándolos para obtener el dinero requerido (con violencia física y moral).

Más tarde, los afectados presentaron ante la Fiscalía un lacónico escrito de desistimiento, en donde escuetamente dicen: “manifestamos doctora que ya hemos sido indemnizados temporalmente y reparados en los daños y perjuicios tanto morales como espirituales”. Obsérvense dos situaciones: la primera, que allí no se menciona algo adicional a favor del comprometido; y la segunda, que la indemnización fue “temporal”, es decir, no definitiva, como quien dice que aún no ha existido un pago efectivo. 

Lo deseable en una situación como la planteada, sería que el Fiscal interrogue de manera personal y directa a los perjudicados con el fin de establecer a qué clase de condicionamiento se contrae el pago, precaviéndose por esta vía posibles influencias indebidas o engaños, con fundamento en que la manifestación debe ser libre, voluntaria y clara. Como así no se hizo, la Sala debe acatar, por respeto al principio de la no reformatio in pejus, la posición asumida por la Fiscalía y por el Juzgado al argumentar que “no había lugar a un análisis de tipo subjetivo” y que por lo mismo esa libre apreciación de los afectados daba lugar a los efectos allí estipulados (excarcelación y descuentos punitivos).  

3. A decir verdad, muy a pesar de aseverar la defensa que no censura la dosificación punitiva porque la considera ajustada a derecho, es lo cierto que es ahí precisamente donde se observan irregularidades sustanciales que la Sala se ve en la obligación de corregir. Son las siguientes:

3.1. Hubo una errónea o equívoca motivación, toda vez que no obstante sostener el sentenciador que debía aplicarse el mínimo en consideración a que no se tenían antecedentes judiciales ni circunstancias indicativas acerca de la necesidad de imponerse una sanción mayor “a ese mínimo”, terminó partiendo de setenta (70) meses, es decir, de una suma muy superior a los 56 meses (límite inferior del primer cuarto). Como se observa, aquí la confusión consiste en que no se sabe si “el mínimo” al cual hace alusión el señor Juez, se refiere al “cuarto mínimo” o “a la pena mínima dentro de ese cuarto mínimo” (cosas muy diferentes).

Buscando una interpretación racional a lo expuesto por el despacho del conocimiento, debemos concluir que lo que quiso decir en su argumentación era que la ausencia de antecedentes y la no presencias de otras circunstancias de mayor gravedad, obligaban a dosificar la pena dentro del cuarto mínimo, pero no la obligación de aplicar la pena mínima establecida para el punible. Así lo decimos porque de hecho fijó un monto superior a esta cifra. 

Sea como fuere, es lo cierto que la gravedad del hecho ameritaba no partir del mínimo y que una sanción de setenta meses como parámetro inicial para las restantes operaciones es consecuente con la realidad procesal. Igualmente, la forma como actuaron al interior de esa vivienda, en contra de indefensos ciudadanos a quienes esgrimieron desafiantes sus armas de fuego e incluso golpearon a los moradores, ameritaba la fijación de los ocho (8) meses adicionales por el concurso heterogéneo.

3.2. En lo que sí existió una marcada irregularidad, fue en la forma como se procedió al hacer la disminución por indemnización integral, toda vez que lo que la disposición está ordenando (art. 269 C.P.), es que se rebaje la pena “de la mitad a las tres cuartas partes”. Es claro que la norma no habla de aplicar las ¾ partes sino de disminuir las ¾ partes, en consecuencia, se presentó un proceder equivocado cuando el a quo efectuó la operación matemática y sólo disminuyó la pena en ¼ parte y no las ¾ partes allí estipuladas. De allí la razón para haber llegado a un resultado erróneo en la dosificación punitiva.  

Para corregir el yerro, la Sala procederá de la siguiente forma: 

Como se sabe, el cuarto aplicable es el mínimo del delito de Hurto Calificado y Agravado, variable entre 56 y 87 meses de prisión. A esas cantidades corresponde aplicarles el descuento del artículo 269 del Código Penal según lo ordena el artículo 60.5 ibídem,
 quedando el mínimo en 14 meses y el máximo en 43 meses y 15 días. Para respetar la intención del Juez a quo de no partir del mínimo, la Sala considera prudente una sanción de 28 meses de prisión, a esta cifra le aumentamos 8 meses por el concurso y al subtotal le restamos la tercera parte por la sentencia anticipada, para un monto definitivo de 24 meses de prisión. Igual término se fijará para la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas.

Por el aspecto subjetivo establecido en el artículo 63 del Código Penal, es imposible conceder el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, habida consideración de las lamentables condiciones humanas del incriminado, quien sin ningún remordimiento fue capaz de poner en serio riesgo el bien más preciado de sus conciudadanos a cambio de un vil interés lucrativo. La reclusión debe ser perentoria con el objetivo de alcanzar la reinserción social. 

En lo que hace a la petición sobre prisión domiciliaria, no hará pronunciamiento alguno el Tribunal por respeto al principio de la doble instancia, en atención a que en la sentencia que se revisa no obra ninguna manifestación -en pro o en contra- de la figura sustitutiva que ahora se reclama; en consecuencia, inexiste decisión de fondo sobre ese punto en particular que permita adquirir competencia funcional para resolver por vía de apelación. 

3.- Decisión
Por lo discurrido, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley: 

FALLA:

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia objeto de apelación, en cuanto fue condenatoria para JHON FREDY MEJÍA ARRENDONDO, por los delitos de Hurto Calificado-Agravado y Porte Ilegal de Arma de fuego.
SEGUNDO: SE MODIFICA la pena impuesta y en su lugar se declara que MEJÍA ARREDONDO debe purgar veinticuatro (24) meses de prisión. Igual término se señala para la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.

TERCERO: SE ABSTIENE el Tribunal de hacer pronunciamiento alguno acerca de la sustitutiva de la prisión domiciliaria solicitada en el recurso.

CUARTO: INSÍSTASE en la captura del condenado. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE        

          VICENTE RODRÍGUEZ FEO

      Magistrado 

     


              Magistrado

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                                 CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
                 Magistrado    

    

                  Secretaria de la Sala
� Artículo 60. 5. Si la pena se disminuye en dos proporciones, la mayor se aplicará al mínimo y la menor al máximo de la infracción básica.
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